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Acusado: JAPC

Delito Homicidio en grado de tentativa 

Asunto: Confirma sentencia de primera instancia

El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
HOMICIDIO EN GRADO DE TENTATIVA / RESPONSABILIDAD DEL ACUSADO / PRUEBA DE CORROBORACIÓN PERIFÉRICA / PRINCIPIO DE LIBERTAD PROBATORIA.
La responsabilidad del señor JAPC, por los delitos investigados, debe ser analizada de acuerdo con los hechos que se dieron por probados con base en las estipulación antes mencionada (en lo relativo a la violación del artículo 365 del CP), con base en lo dispuesto en el numeral 4º y el parágrafo del artículo 356 del C. de P.P. y con fundamento en el examen de las pruebas practicadas el juicio oral, en aplicación de los artículos 16 y 379 ibídem, que establecen el principio de inmediación según el cual: “En el juicio únicamente se estimará como prueba la que haya sido, producida o incorporada  en forma pública, oral, concentrada y sujeta a confrontación y contradicción ante el juez de conocimiento… El juez deberá tener en cuenta como pruebas únicamente las que hayan sido practicadas y  controvertidas en su presencia”.  (…)
“(…) En criterio de la sala mayoritaria en el plenario sí se cuenta con otros medios de persuasión que valorados en conjunto con la prueba de referencia incorporada, son suficientes para estructurar y fundamentar una sentencia adversa a los intereses del acusado, toda vez que demuestran más allá de toda duda la ocurrencia del delito y la responsabilidad de éste en el mismo. 

“Para sustentar tal aserto, es necesario acoger lo establecido en los precedentes del órgano de cierre en materia penal con respecto a lo que se ha dado en llamar “prueba de corroboración periférica”…
“En torno a lo primero –prueba de corroboración periférica- la Alta Corporación expresó en reciente pronunciamiento: 

“[…] Es decir, que cuando se trata de la prueba de referencia, la actividad probatoria compete estar centrada, en orden a realizar una corroboración periférica, en torno al contenido de aquella y que comprometa la responsabilidad del acusado.

“En la labor verificadora y con sustento en el principio de libertad probatoria que regla el artículo 373 de la Ley 906 de 2004, según el cual, los hechos y circunstancias de interés “para la solución correcta del caso, se podrán probar por cualquiera de los medios establecidos en este Código o por cualquier otro medio técnico o científico que no viole los derechos humanos”, entre ellos, los indicios, el operador puede basar el juicio de responsabilidad del acusado, siempre y cuando se arribe al grado de conocimiento más allá de toda duda”. (…)
En conclusión, esta Sala considera que las pruebas presentadas por la defensa en el juicio oral, no logran desvirtuar las manifestaciones del señor Diego Fernando Díaz Herrera en el sentido de que efectivamente el señor JAPC fue la persona que accionó un arma de fuego en su contra, lo cual fue corroborado de manera periférica con las demás pruebas practicadas en el juicio y por ello con fundamento en las razones expuestas en esta providencia, se impartirá confirmación a la sentencia recurrida, por considerar que en el caso sub lite se reunían los requisitos del artículo 381 de CPP para dictar una sentencia de condena contra el acusado.
ADICIÓN A LA SENTENCIA: AUTO DE 22 DE MARZO DE 2019
… resulta claro que al haberse dictado la sentencia de segunda instancia, que confirmó la condena de 132 meses de prisión que se le impuso al señor JAPV, como responsable de la violación del artículo 103 ( tentado) y del artículo 365 del CP, el procesado ya no se encuentra bajo el régimen de “detención preventiva”, sino que debe cumplir la  pena impuesta por el juez de conocimiento, mediante decisión que fue confirmada por esta Sala, por lo cual su situación no podía equipararse a un evento de sustitución de la medida de aseguramiento.
RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO
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	Radicación
	66045 60 00 061 2013 00075 01

	Procesado
	JAPV

	Delito
	Homicidio en grado de tentativa y porte de armas

	Juzgado de conocimiento 
	Promiscuo del Circuito de Apía  

	Asunto 
	Resolver el recurso de apelación contra la sentencia condenatoria emitida el 19 de diciembre de 2015


1. ASUNTO A DECIDIR

Corresponde a la Sala desatar el recurso de apelación interpuesto por el defensor del señor JAPV, en contra de la sentencia emitida por el Juzgado Promiscuo del Circuito de Apía el 19 de diciembre de 2015, mediante la cual lo condenó a la pena de 132 meses de prisión por el delito de homicidio en grado de tentativa y fabricación, tráfico y porte de armas de fuego o municiones.  
2. ANTECEDENTES

2.1 El supuesto fáctico es el siguiente: 
“El día 15 de marzo de 2013 formuló denuncia penal ante la UBIC SIJIN de Apía el señor Diego Fernando Díaz Herrera, quien informó haber sido víctima de una tentativa de homicidio con arma de fuego el 09 de febrero de 2013, siendo aproximadamente las 19:15 horas, en la esquina del Canpesino… dando como responsable de este hecho al señor JAPV, quien según el denunciante le disparó varias veces, recibiendo lesiones en la cabeza y en un brazo…” (Fl. 5)
2.2 Las audiencias preliminares se realizaron el 25 de marzo de 2013 ante el Juzgado Sexto Penal Municipal con funciones de Control de Garantías de Pereira (fl. 63-64), acto en el cual la FGN le imputó cargos al señor JAPV por los delitos de homicidio en grado de tentativa y fabricación, tráfico y porte de armas de fuego o municiones. El procesado guardó silencio frente a dicha imputación.  
2.3 El Juzgado Promiscuo del Circuito de Apía asumió el conocimiento de la actuación, y en atención a la conflagración que sufrió ese despacho, mediante la cual se destruyeron todos los archivos y documentos, mediante auto del 20 de noviembre de 2013 (fl. 11), se dispuso la reconstrucción del expediente (audiencia de formulación de acusación, y preparatoria), lo cual aconteció en diligencia del 6 de diciembre de 2013 (fl. 26 a 28). La audiencia de juicio oral se realizó el 28 de agosto de 2014 (fl. 87 a 90). La sentencia condenatoria fue proferida el 19 de diciembre de 2015 (fl. 138 a 143). 
2.4 El abogado que representa los intereses del señor JAPV interpuso recurso de apelación en contra de dicho fallo.
3. IDENTIFICACIÓN DEL PROCESADO
Se trata de JAPV, identificado con cédula de ciudadanía Nro. 4.351.980 de Apía, nacido el 19 de mayo de 1960 en Anserma, Caldas, es hijo de José Israel y Melva Uriela, de ocupación reciclador. 
4. SOBRE LA SENTENCIA OBJETO DEL PRESENTE RECURSO 

4.1 La sentencia de primera instancia se basó en las siguientes consideraciones (sinopsis):
· La FGN y la defensa estipularon los siguientes hechos : i) que el señor JAPV fue capturado el 24 de marzo de 2013, por la Unidad Básica de Investigación Criminal de Apía, Risaralda, en virtud de una orden de captura que pesaba en su contra y se le respetaron sus derechos en ese procedimiento; ii) que el procesado no se encuentra registrado como poseedor legal de arma de fuego y por ende no cuenta con permiso para porte o tenencia de armas de fuego; iii) se dieron por probadas las condiciones personales y familiares del acusado y que carecía de antecedentes penales.

· La existencia de la conducta punible investigada fue demostrada: i) con la denuncia presentada por el afectado Diego Fernando Díaz Herrera, que fue recibida por el SI Edward Esneider Buitrago Buitrago, donde sindicó al señor JAPV como responsable de los hechos acaecidos en el municipio de Apía, el 9 de febrero de 2013, cuando intentaron acabar con su vida utilizando un arma de fuego; ii) el testimonio de la víctima, quien en el juicio oral se ratificó en su denuncia y señaló al acusado a quien conocía de tiempo atrás como la persona que intentó darle muerte y hacía días lo venía siguiendo, pese a que no había tenido enemistad con el acusado; iii) el testigo presencial Leonardo de J. Cardona Mejía rindió una exposición clara, coherente, lógica sobre lo que pudo observar, ubicando la escena de los hechos y demostrando con su narrativa que no tenía animadversión hacia el incriminado o la víctima, sin identificar al acusado como autor del ilícito investigado; y iv) lo relativo a la afectación de la integridad personal del señor Díaz se acreditó con el dictamen que se introdujo con el médico legista Campo Elías Ochoa Cucaleano, donde se concluyó que las heridas sufridas por la víctima fueron ocasionadas por un proyectil arma de fuego, dejando como secuelas deformidad física que afecta el rostro, de carácter permanente, dada la cicatriz del pabellón auricular, deformidad física que afecta el cuerpo de carácter permanente por las cicatrices dejadas en las otras partes del cuerpo, hallazgos que corresponden a una consecuencia lógica de la acusación y la teoría del caso expuesta por la FGN. Dichas pruebas eran suficientes para afirmar la materialidad del hecho en el cual se utilizó un arma de fuego, fuera de que el autor de la conducta fue observado por Leonardo de Jesús Cardona Mejía accionando dicha arma, quien luego del suceso y cuando auxilió a la víctima la reconoció, lo que resulta conforme con lo dicho por el señor Díaz y el dictamen mencionado.
· El A quo consideró que los señores Diego Fernando Díaz Herrera y Leonardo de Jesús Cardona Mejía eran los testigos de cargos, y pese que a que solo existía el señalamiento directo del primero de los nombrados respecto a la responsabilidad del señor JAPV frente a los hechos investigados, este cumplía con los requisitos plasmados por la SP de la CSJ del 11 de abril de 2007, radicado 26128, ya que entre la víctima y el victimario no existía una enemistad, además de que el relato realizado por el señor Díaz converge con los dichos del testigo en los siguientes aspectos: i) en las prendas de vestir de color oscuro que portaba el acusado; ii) la posición que tenía la víctima al momento de ser auxiliado, la cual permite inferir que efectivamente si alcanzó a girar y ver el momento en el que fue agredido; y iii) el señor Leonardo de Jesús Cardona no vio a muchas personas transitar por ese lugar, si se percató del momento en el que el señor JAPV huía del lugar de los sucesos. 
· Además del señalamiento directo realizado por la víctima en contra del procesado, existe una prueba indiciaria en contra del señor JAPV, consistente en el acercamiento que este tuvo respecto al señor Díaz, quien no desconfiaba del actuar del encartado pues entre ambos no existían diferencias de ninguna clase, sumado al hecho de que se conocían desde hacía muchos años atrás. 
· El juez de conocimiento indicó que el señor JAPV luego de conseguir un arma de fuego, siguió a Diego Fernando Díaz y finalmente lo atacó en un lugar solitario y su único fin era acabar con su vida, situación que puede ser corroborada con lo referido por el médico legista sobre las lesiones y las secuelas generadas a la víctima.  
· Los demás testimonios arrimados a la actuación no fueron tenidos en cuenta debido a que a través de los mismos sólo se acredita el conocimiento personal que tenían sobre el comportamiento del acusado, pero no se refuta el señalamiento hecho por el afectado sobre la responsabilidad del señor JAPV. 
· Finalmente el juez de primer grado no le dio credibilidad a las manifestaciones del señor Gustavo Antonio Ruiz Díaz quien había asegurado que al momento de la detonaciones se encontraba con el procesado en el sector del crucero, pues las misma no resultaban ser coherentes con los demás EMP, y en ese sentido se debe tener en cuenta que los señores Diego Fernando Díaz y Leonardo Cardona refirieron que el agresor se dirigió precisamente hacia donde se encontraba el testigo inicialmente enunciado, mientras que este aseguró que no había visto correr a nadie. 
· A consecuencia de lo anterior el señor JAPV fue condenado a la pena de 132 meses de prisión por el concurso de conductas de homicidio en grado de tentativa y fabricación, tráfico y porte de armas de fuego o municiones. Al acusado le fue denegada la suspensión condicional de la pena y la prisión domiciliaria.  

4.2 El defensor del procesado apeló el fallo de primera instancia. 
5. SOBRE LOS RECURSOS INTERPUESTOS
5.2 Acusado (Recurrente)

(Sinopsis)

· A la hora en que se presentaron los hechos estaba hablando por celular con su hija Leidy Alexandra, a quien le estaban dando de alta en el hospital de Apía, momento en que escuchó las detonaciones, lo cual fue observado por el señor Gustavo Ruiz.

· Pese a la acusación falsa que promovió el denunciante en su contra, se puso a disposición de la FGN, que le formuló imputación por la conducta de homicidio en grado de tentativa.

· No existían pruebas que corroboraran las manifestaciones del denunciante.
· No se escuchó la versión de un señor llamado “Gustavo” que era necesaria porque Diego Fernando Díaz entró a su negocio antes de que le dispararan y a ese mismo lugar ingresó un forastero que luego siguió al señor Diego.

· Su defensor no presentó otras pruebas que eran necesarias para desvirtuar la acusación que se presentó en su contra, que se basó en el dicho de un testigo único, por lo cual se debe aplicar en su caso el principio de presunción de inocencia.

· No se tuvo en cuenta su buena conducta que fue certificada por varios ciudadanos, al tiempo que el señor Díaz era una persona que tenía problemas y denuncias en la población, y realizaba actos contra la integridad de las personas, que pudieron originar el atentado que sufrió.
· En su caso no se reunían los requisitos del artículo 381 del CPP, para dictar una sentencia de condena en su contra, por lo tanto solicitó ser absuelto de los cargos por los cuales fue acusado y se le concediera la libertad. 
5.2 Defensa (Recurrente)
(Sinopsis) 
· Los investigadores se limitaron a recibir entrevistas a las personas que tuvieron un posible conocimiento de los hechos ocurridos para el día 9 de febrero del año 2013, las cuales no son prueba suficiente para concluir que su representado es responsable de la conducta por la cual fue sentenciado, ya que el único señalamiento que existió en su contra fue el que hizo el denunciante, que no fue corroborado por el señor Leonardo Cardona Mejía, quien fue testigo presencial de los hechos, máxime si el señor JAPV es una persona que goza de reconocimiento entre la comunidad del municipio de Apia.

· El acusado no realizó ningún acto tendiente a ejecutar las conductas investigadas, ya que con base en las manifestaciones realizadas por la misma víctima, aquel no tenía motivo alguno para atentar contra su vida, ya que entre ambos no existía problema alguno. 
· Los señalamientos efectuados por el señor Diego Fernando Díaz frente al  procesado, fueron temerarias y sin sustento ya que el señor JAPV no se encontraba el lugar de los hechos como se manifiesta en el informe policivo, situación que fue corroborada con el testimonio del señor Gustavo Antonio Ruiz, manifestaciones que fueron desvirtuadas con el argumento de “que la declaración no es coherente con las demás pruebas recepcionados, haciendo claridad frente a su actitud al momento de rendir su de ponencia la cual fue sospechosa y se deja constancia.”
· En el presente asunto sólo se tiene el señalamiento realizado por la víctima y su testimonio, lo cual no resulta suficiente para emitir una sentencia condenatoria.  

· Las heridas sufridas por el señor Diego Fernando Díaz no fueron causadas por su prohijado lo cual se encuentra demostrado a través de los testimonios recepcionados en el la vista pública. 

· No existe uniformidad y coherencia entre el relato de la víctima, el testigo presentado por la FGN y las manifestaciones del señor Gustavo Ruiz Díaz quien es testigo presencial de los hechos y se encontraba con el acusado en lugar diferente al de los hechos. 

· El señor Leonardo Cardona Mejía en reiteradas oportunidades manifestó que no vio ni reconoció a la persona que le disparó a la víctima, pero aseguró que el responsable de los hechos vestía un jean azul, una camisa oscura, que no era peludo y que no recordaba haberle visto cachucha, mientras que el señor Diego Fernando Díaz aseguró que quien atentó contra su vida vestía una camisa oscura, gorra negra, jean azul, situación que pone en duda este testimonio toda vez que no hay una concordancia frente al tema de las vestimentas al manifestar el testigo que el vio que la persona que disparó en contra del Díaz Herrera no tenía pelo, lo cual dista de los dichos de la víctima en el sentido de que su agresor portaba una gorra negra.

· El acusado no cuenta con antecedentes penales, además ha sido cumplidor de su deber familiar, laboral y social tal y como obra en las pruebas testimoniales como documentales arrimadas. 
· Teniendo en cuenta que no existen pruebas suficientes para condenar al señor JAPV, solicita que se revoque la sentencia de primer nivel y en su lugar se absuelva al acusado. 
6. CONSIDERACIONES LEGALES.

6.1. Competencia

Esta Colegiatura tiene competencia para conocer del recurso propuesto, en atención a lo dispuesto en los artículos 20 y 34.1 de la Ley 906 de 2004.

6.2 Problema jurídico a resolver

En aplicación del principio de limitación de la doble instancia, esta Corporación debe definir, de acuerdo a los argumentos propuestos por el recurrente, si de la prueba legalmente presentada e incorporada en la audiencia de juicio oral se puede predicar la responsabilidad penal del señor JAPV…, en las conductas punibles de homicidio en grado de tentativa y porte ilegal de armas de fuego o municiones, o si por el contrario, tal como lo pregona su defensor, no se pudo demostrar más allá de toda duda su participación en los hechos en los que resultó herido el señor Diego Fernando Díaz, lo que conduciría a su absolución.

6.3 Inicialmente hay que manifestar que el caso en estudio no se discute la existencia de la conductas de homicidio en grado de tentativa de cual fue víctima el señor Diego Fernando Díaz Herrera el día 9 de febrero de 2013 a las 7:15 p.m. en el municipio de Apía, sobre lo cual se cuenta con las pruebas introducidas con el perito Campo Elías Ochoa Cucaleano, quien rindió testimonio en su calidad de médico del Instituto Nacional de Medicina Legal y Ciencias Forenses
, quien en el informe final describió cada una de las lesiones sufridas por el señor Díaz así :

“PRESENTA: cicatriz normocrómica de 2.5 cms en región preauricular y antehelix izquierdo, cicatriz normocrómica en pabellón auricular izquierdo de 1.5 cms de diámetro, cicatriz hipercrómica de 1 cm de diámetro en región occipital izquierda. Las dos primeras ostensibles a distancia social. Cicatriz de 1 cms hipercrómica en tercio superior, cara interna de antebrazo izquierdo. Cicatriz normocrómica de 1 por 3 cms en región pectoral lado derecho, poco ostensibles estas dos últimas”.
En el mismo dictamen se concluyó lo siguiente: “Mecanismo Causal: Proyectil de arma de fuego. Incapacidad médico legal definitiva: veinticinco (25) días. Secuelas médico legales: Deformidad física que afecta el rostro de carácter permanente, dado por la cicatriz de pabellón auricular descrita; Deformidad física que afecta el cuerpo, de carácter permanente, dado por las características descritas”.

Se advierte que las conclusiones de ese dictamen no fueron controvertidas ni refutados por la defensa del señor JAPV, ni tampoco lo expuesto por el citado galeno así: i) no había tatuaje de pólvora o ahumamiento, que se produce cuando la distancia es menor a metro y medio; ii) la trayectoria de los disparos recibidos por la víctima fue de atrás hacia adelante en la primera herida que fue la de la parte auricular, de abajo hacia arriba y de derecha a izquierda y la segunda lesión (la del costado) fue derecha a izquierda, de inferior a superior y por toda la mitad; iii) en la primera herida (región auricular) hay un orificio de entrada y de salida, la segunda (parte toráxica) fue un “rozón”, o sea que lesionó la piel superficialmente pero el proyectil no penetró, lo que era compatible con el giro que hizo la víctima; iv) el proyectil por su trayectoria no ingresó a la cavidad craneana y por ello no impactó órganos vitales como el cerebro o el cerebelo, lo que explica que el señor Díaz no hubiera perdido el conocimiento como consecuencia de la herida sufrida en la región auricular; v) los órganos cercanos a las lesiones que se causaron con la primera herida, son el cerebro, el cerebelo y la médula espinal; vi) una lesión en estos órganos puede ser potencialmente mortal; y vi) como consecuencia de la segunda herida (la del tórax ) también pudo presentarse una lesión mortal, de haber tocado órganos vitales cercanos.

6.3.1 En ese sentido se puede concluir que de acuerdo a lo manifestado por el perito del INMLYCF, resultó acertado el juicio de subsunción de la conducta en el contra jus de homicidio en grado de tentativa
, tal como se formuló la acusación, pues resulta evidente el animus neccandi del autor de la conducta, que se deduce del tipo de arma empleada, el lugar, la distancia desde la cual se hicieron los disparos, y el sitio donde se localizaron.

6.4 En lo que atañe al delito de porte ilegal de armas de fuego por el cual también fue convocado a juicio el acusado, se comprobó con el mismo dictamen que el mecanismo causal de las heridas que sufrió el señor Díaz fue el disparo de un arma de esas características. A su vez según el acta de la audiencia preparatoria reconstruida, del 26 de noviembre de 2013, se estipuló lo siguiente: “Oficio No. 38 -10 DEL 04 -03-2013 respuesta donde se verifica que el acusado no cuenta con permiso para porte de armas”.

6.5 En lo que atañe a la responsabilidad del procesado, se hacen las siguientes consideraciones:

6.5.1 La responsabilidad del señor JAPC, por los delitos investigados, debe ser analizada de acuerdo con los hechos que se dieron por probados con base en las estipulación antes mencionada (en lo relativo a la violación del artículo 365 del CP), con base en lo dispuesto en el numeral 4º y el parágrafo del artículo 356 del C. de P.P. y con fundamento en el examen de las pruebas practicadas el juicio oral, en aplicación de los artículos 16 y 379 ibídem, que establecen el principio de inmediación según el cual: “En el juicio únicamente se estimará como prueba la que haya sido, producida o incorporada  en forma pública, oral, concentrada y sujeta a confrontación y contradicción ante el juez de conocimiento… El juez deberá tener en cuenta como pruebas únicamente las que hayan sido practicadas y  controvertidas en su presencia”.  

6.5.2 En este caso fuera de los hechos que fueron objeto de estipulación, se recibieron en el juicio oral diversos testimonios correspondientes a las solicitudes probatorias efectuadas por la FGN y la Defensa, así: los testimonios de: i) el SI Edward Esneider Buitrago Buitrago con quien se introdujo el formato único de noticia criminal
 (fl 62 a 64); ii) la víctima, señor Diego Fernando Díaz Herrera; iii) Leonardo de Jesús Cardona Mejía; iv) Gabriela Cuervo Cardona; v) Orlando de Jesús Ortíz López; vi) Luis Miguel Ramírez Guerrero; vii) Gustavo Antonio Ruiz Díaz; y viii) Jhon Mario Calle Tangarife. 

6.6 Desde ahora esta Sala advierte que en ocasión al principio de selección probatoria
, se hará un análisis de los testimonios de Diego Fernando Díaz Herrera, Leonardo de Jesús Cardona Mejía y Gustavo Antonio Ruiz Díaz, en consideración a que estos fueron los testigos que suministraron información sobre los hechos objeto de investigación, en lo relativo a los cargos formulados contra el procesado JAPC, como responsable del concurso de delitos investigado.

6.6.2 En ese sentido es importante señalar que tal y como lo advirtió el A quo en su determinación, las manifestaciones efectuadas por Gabriela Cuervo Cardona Orlando de Jesús Ortíz López, Luis Miguel Ramírez Guerrero, y Jhon Jairo Calle Tangarife, solo daban a conocer aspectos relacionados con el conocimiento personal que esas personas tenían del acusado, y sobre el comportamiento social de este, situaciones que resultan ser irrelevantes dentro de la investigación, ya que lo que se investiga no son las calidades personales o la conducta anterior del acusado JAPC, sino su intervención en los hechos por los que fue convocado a juicio.

6.6.3 En la sentencia de primera instancia se otorgó especial consideración a los testimonios presentados por la FGN, concretamente los que entregaron Diego Fernando Díaz Herrera y del señor Leonardo de Jesús Cardona Mejía, ya que el primero de los nombrados, quien es la víctima dentro de las presentes diligencias, realizó un señalamiento directo en contra del señor JAPC, manifestando que se trataba de la persona que accionó un arma de fuego en su contra generando las heridas referidas en el dictamen del perito del Instituto Nacional de Medicina Legal. Por su parte, el señor Leonardo de Jesús Cardona Mejía, si bien es cierto no identificó a la persona que le propinó unos disparos al señor Díaz Restrepo, si pudo hacer referencia al tipo de prendas de vestir que usaba el agresor, y de su testimonio puede deducirse que ubicó a esa persona en el lugar del suceso, e incluso se percató del momento en el que esté corría luego de realizar el atentado.

6.6.4 Al respecto es preciso hacer alusión a las manifestaciones de esos dos testigos así: 

6.6.4.1 Durante el juicio el señor Díaz Herrera expuso lo siguiente: i) el día 9 de febrero de 2013 atentaron contra su vida, en “la esquina del campesino” del municipio de Apia, a eso de las 19.15 horas, cuando transitaba sin compañía por ese lugar; ii) señaló como responsable de los hechos a JAPC: iii) la noche del suceso se hallaba en ese sitio porque estaba cobrando una boleta en la casa de una familia de apellido Gutiérrez; iv) luego de salir de esa residencia y cuando estaba al frente de un lavadero llamado “Gazapera” vio al señor JAPC, quien estaba escondido; v) el acusado le dirigió unas palabras; no alcanzó a escuchar lo que le dijo, y continuó su camino hasta llegar a la una bomba donde conversó con un señor conocido como “Ernesto Mentiras”, y luego se encontró con dos conductores de plaza a eso de las 19. 05 horas; vi) empezó a subir y cuando llegó a “la esquina del campesino” escuchó un disparo, y volteó la cabeza pero ya había sido impactado en el área posterior del cuello; vii) luego se cubrió la cabeza y sintió otro tiro que le propinaron  en la tetilla derecha; viii) en el momento en que giró vio que el señor JAPC huía del lugar; ix) se tiró al suelo como 5 minutos, hasta que apareció un joven llamado Leonardo quien lo socorrió; x) no perdió el conocimiento y se tiró al piso porque pensaba que su agresor iba a regresar a rematarlo; xi) reconoció al acusado y vio que usaba un pantalón, una camisa y una gorra oscuras; xii) ese día había visto a JAPC cuando salió de la casa de la familia Gutiérrez cuando estaba junto al lavadero; xiii) el 15 de enero de 2013 había recibido una amenaza telefónica y a los quince días empezó a ver seguidamente al acusado, incluso cree que había días que le informaban a JAPC dónde iba a estar, porque en cualquier lugar donde estuviera lo veía; xiv) nunca había tenido problemas con el señor JAPV a quien conocía porque era reciclador y se saludaban; xv) cree que el atentado que sufrió tiene que ver con una llamada que le hicieron en la que le dijeron que si no dejaba los problemas con “doña Gabriela”
 lo mataban, pero no reconoció la voz del hombre que lo llamó; xvi) se dirigió a la SIJIN para formular denuncia por ese hecho pero le indicaron que no se la podían recibir porque no se trataba de un grupo al margen de la ley. Esa denuncia la presentó entre el 15 al 20 de enero de 2013. Preguntó en la FGN si le iban a suministrar protección pero le dijeron que no tenían personal disponible para ello; xvii) en la estación de Policía le dijeron que le iban a enviar un oficio a la señora Gabriela, su excompañera sentimental con el fin de “atajar” la situación; xvii) a partir de ahí cesaron sus problemas con la señora Gabriela; xviii) la visibilidad en el lugar de los hechos era buena, ya que hacia abajo se veía bien y había una lámpara; ixx) cuando sintió los disparos y giró para mirar, pudo observar al señor JAPC a una distancia de 60, luego vio que el acusado tomó por “el crucero” hacia abajo como saliendo para La Virginia; xx) después de los hechos no volvió a ver al acusado; xxi) en medio de su declaración señaló al acusado a quien identificó como JAPC y se ratificó en sus cargos, señalando que JAPC fue la persona que atentó contra su vida; a quien vio solo y vestía un jean azul, una camisa y una gorra negra la noche del atentado; xxii) ese día había visto al acusado en varias oportunidades y a cortas distancias, y luego de que recibiera los disparos lo vio como a 60 metros cuando corría, y se trataba de la misma persona que estuvo rondando su casa como 15 días antes de los sucesos, a quien conocía porque vivía por la carrera sexta, cerca de la “casa de las Gutiérrez” ; y xxiii) había tenido problemas con su ex – esposa (Gabriela Cuervo Cardona) ya que la trataba mal de palabra porque ella “no respetó su matrimonio”. 

6.6.5 Por su parte el señor Leonardo de Jesús Cardona Mejía narró lo siguiente: i) conocía a Diego Fernando Díaz, como vendedor de boletas en el municipio de Apía; ii) fue testigo del atentado que sufrió el señor Díaz, cuando transitaba por la esquina de su casa: iii) en ese momento estaba a unos 80 metros, del lugar donde ocurrió el hecho; iv) ese día, ente las 19.00 y 19.30 horas escuchó unos tiros y vio que en la esquina de abajo había una persona disparándole a otra; v) cuando cesaron los disparos se acercó y vio a un señor que conocía como “el cabezón” quien estaba tendido en el suelo en posición boca a arriba, estaba consciente y pedía ayuda, a quien trasladaron posteriormente al hospital de esa localidad; vi) la bombilla de la esquina estaba mala, pero en la esquina de su casa si había luz; vii) la persona que le disparó a Diego Fernando por la espalda estaba a una distancia de 2 metros de la víctima viii) el agresor estaba vestido con prendas oscuras; ix) no recuerda si escuchó 2, 3 o 4 disparos, pero fueron varios y seguidos; x) el individuo que le disparó al señor Díaz salió corriendo hacia abajo, como hacia “el crucero”; xi) ) no puede describir a la persona que accionó el arma, ni si usaba una gorra, pero ese sujeto si vestía ropa oscura; xii) en ese momento estaba más cerca de la víctima que del agresor; xiii) la persona que atacó a Diego Fernando posteriormente lo adelantó; xiv) la víctima y el autor del hecho iban bajando por la cuadra; xv) la bombilla que estaba encendida, es decir la que estaba cerca a su casa no le prestaba iluminación al lugar donde quedó el señor Díaz y xvi) cree que las personas involucradas en los hechos bajaron por esa calle, por donde estaba la bombilla y en la esquina de abajo fue que sucedieron los hechos.

6.6.6 Si bien es cierto que el testigo Cardona no señaló a JAPC como el autor de los disparos que recibió la víctima, hay que manifestar que su testimonio resulta coincidente con lo manifestado por el afectado: i) en lo relativo al lugar y hora de los hechos; ii) la distancia desde la cual se hicieron los disparos (lo que resulta conforme con lo expuesto en el juicio por el médico legista);  iii) que el agresor usaba ropa oscura; y iv) que la persona que accionó el arma, salió huyendo hacia el sector de “El Crucero”.
6.6.7 En atención al criterio consignado en la jurisprudencia de la SP de la CSJ sobre la “prueba de corroboración periférica”, que fue objeto de análisis por parte de esta Sala de Decisión, en una providencia dictada el 6 de agosto de 2013, dentro del proceso adelantado contra Carlos Gabriel González Escudero por el delito de “actos sexuales con menor de 14 años“, M.P. Dr. Jorge Arturo Castaño Duque, donde se manifestó lo siguiente:

“(…) En criterio de la sala mayoritaria en el plenario sí se cuenta con otros medios de persuasión que valorados en conjunto con la prueba de referencia incorporada, son suficientes para estructurar y fundamentar una sentencia adversa a los intereses del acusado, toda vez que demuestran más allá de toda duda la ocurrencia del delito y la responsabilidad de éste en el mismo. 

Para sustentar tal aserto, es necesario acoger lo establecido en los precedentes del órgano de cierre en materia penal con respecto a lo que se ha dado en llamar “prueba de corroboración periférica”, y, muy particularmente, el giro interpretativo que ha tenido la jurisprudencia nacional en torno al valor de las pruebas periciales en las conductas sexuales cometidas contra menores de edad. 

En torno a lo primero –prueba de corroboración periférica- la Alta Corporación expresó en reciente pronunciamiento: 

“[…] Es decir, que cuando se trata de la prueba de referencia, la actividad probatoria compete estar centrada, en orden a realizar una corroboración periférica, en torno al contenido de aquella y que comprometa la responsabilidad del acusado.

En la labor verificadora y con sustento en el principio de libertad probatoria que regla el artículo 373 de la Ley 906 de 2004, según el cual, los hechos y circunstancias de interés “para la solución correcta del caso, se podrán probar por cualquiera de los medios establecidos en este Código o por cualquier otro medio técnico o científico que no viole los derechos humanos”, entre ellos, los indicios, el operador puede basar el juicio de responsabilidad del acusado, siempre y cuando se arribe al grado de conocimiento más allá de toda duda.

[…]

Aclarado lo anterior, se advierte que el juzgador basó su fallo de condena no solo en prueba de referencia (la entrevista que rindió el señor Manuel Antonio Buitrago), sino que la misma fue confirmada con otro medios de convicción (corroboración periférica), como lo fueron los indicios construidos a partir del dicho de los policiales que participaron en la captura de los procesados, en razón de las voces de auxilio de la ciudadanía que se hallaba en el lugar en donde fue ultimada la víctima (testigo de referencia) y de lo que ellos percibieron directamente (testigos directos), en torno a que los procesados mientras corrían se iban cambiando la ropa.[…] 

De conformidad con ese precedente, es claro que la premisa planteada por la defensora en cuanto a que el contenido de la prueba de referencia debe confirmarse con una prueba directa, no es cierto, ya que por el contrario éste puede corroborarse “por cualquier medio” en virtud del principio de libertad probatoria que rige en nuestro sistema, incluso, mediante indicios.”

Con base en dicho principio, se debe manifestar que el SI Edward Esneider Buitrago, confirmó en lo esencial las manifestaciones de la víctima, al exponer en el juicio lo siguiente: i) reconoció el formato de formato de noticia criminal del 15 de febrero de 2013, identificado como evidencia 8 de la FGN, donde constaba la denuncia formulada por el señor Diego Fernando Díaz Herrera
; ii) la víctima dijo que había sido herido con arma de fuego el 9 de febrero de 2013, a eso de las 19:15 p.m., cuando se desplazaba hacia el sector de “El Crucero”, por una persona que se le acercó y le disparó; iii) el funcionario de Policía Judicial dio lectura a los apartes de la denuncia en los cuales el señor Díaz señaló al acusado JAPC, como autor de los hechos, indicando que a esta persona le decían “JAPV”, con quien no había tenido ningún inconveniente y además conocía su lugar de residencia; iv) igualmente se consignó que la víctima había manifestado que desde hacía 15 días JAPC lo estaba siguiendo, ya que se lo encontraba en la ruta que conducía a su casa, la cual no era transitada por ese sujeto con anterioridad. 

6.6.8 En ejercicio del derecho de contradicción, la defensa presentó algunas pruebas testimoniales que resultan ser irrelevantes para desvirtuar los cargos formulados por la FGN, ya que los declarantes Orlando de J. Ortiz López, Luis Ángel Ramírez Guerrero
, Jhon Mario Calle y Gabriela Cuervo Cardona, no tuvieron conocimiento directo sobre los hechos y en general se centraron en resaltar la buena conducta anterior del procesado.

6.6.9 Por lo tanto, el único testigo que llevó la defensa para controvertir la prueba de cargos de la FGN, fue el señor Gustavo Antonio Ruiz Díaz, cuya declaración tenía como objeto tratar de demostrar que el señor JAPC no era responsable de los delitos por los cuales fue acusado, ya que para el momento en el que acontecieron los sucesos se encontraba en un lugar diferente a la escena del crimen en compañía del citado declarante.

Para el efecto el testigo Ruiz Díaz expuso lo siguiente: i) conocía a JAPC hacía 15 años; ii) no se enteró de los hechos en los que resultó lesionado Diego Fernando Díaz; iii) supo que JAPC estaba vinculado a un proceso penal; iv) la noche del 9 de febrero de 2013 a eso de las 19.00 horas se encontraba en su lugar de trabajo, en la bomba “del crucero”; v) a esa hora estaba charlando con JAPC cuando escucharon unos disparos o el ruido de “unas papeletas”; vi) en ese momento JAPV le estaba preguntando si había visto a la hija, luego su amigo se fue para su casa y él continuó trabajando; vii) las “papeletas” sonaron como a una cuadra y media de su lugar de trabajo, es decir en “la esquina del campesino”; viii) donde él trabaja hay una oficina de chance, a donde llegaba  JAPC a hacer sus apuestas y luego se iba; ix) el acusado regularmente pasaba por su lugar de trabajo; x) no conocía de ninguna enemistad entre Diego Fernando Díaz y JAPC y JAPV; xi) después de haber escuchado las detonaciones no vio correr a nadie, ni vio alguna persona que hiciera disparos; xii) luego de escuchar los estallidos se “metió” hacia los negocios del crucero, mientras que JAPC salió para su casa ; xiii) no vio quien le causó las lesiones a Diego Fernando Díaz; xiv) cuando escucharon las detonaciones no le prestaron mucha atención, porque por allí hay muchos gamines; xv) no se enteró del atentado que sufrió el señor Díaz, ya que en ese momento se encontraba a cuadra y media del sitio donde ocurrieron los hechos; xvi) Diego Fernando Díaz había estado por esos lados y JAPC también estaba en el sector, ya que este último todos los días entraba a la casa de chance, luego pasaba por su lado y salía para su casa; xvii) el 9 de febrero de 2013 JAPC vestía una camisa y un Jean color azul; xviii) luego de que oyeran las detonaciones JAPC salió normal para su casa, caminando. No salió a correr como “un sicario”; ixx) JAPC y Diego Fernando no se encontraron en ese sitio, pues el acusado llegó a ese lugar después de que escuchara las detonaciones; xx) escucharon como tres o cuatro estallidos; xxi) después supieron que se trataba de unos tiros y que había un herido; xxii) vio que la gente corría del crucero hacia arriba, por donde ocurrieron los hechos; y xxiii) reiteró que el procesado estaba a su lado cuando escucharon las detonaciones.

6.6.10 Para decidir lo relativo a la responsabilidad del procesado, que se viene a resolver en segunda instancia en atención a la argumentación del recurrente, hay que manifestar inicialmente que no se puede desconocer el señalamiento directo que efectuó el señor Diego Fernando Díaz Herrera durante la audiencia pública de juzgamiento, donde señaló sin ambages ni dubitaciones al señor JAPC como la persona que el 9 de febrero de 2013 a eso de las 7:15 p.m. accionó un arma de fuego en su contra, luego de lo cual salió huyendo hacia el sector del crucero del municipio de Apía. 

6.6.11 Esa manifestación de la víctima se debe valorar en los términos del artículo 402 del C. de P.P., que establece el criterio del conocimiento personal del testigo frente a los hechos que tiene la oportunidad de observar y percibir, lo cual resulta de indudable importancia en el caso sub examen, ya que la defensa, en ningún momento acudió durante el juicio al procedimiento previsto en el artículo 403-2 del C. de P.P. para impugnar la credibilidad del señor Díaz, a efectos de controvertir su capacidad para percibir, recordar o comunicar cualquier asunto sobre su declaración, pero sí acudió a esa argumentación al sustentar el recurso de apelación, para señalar que las declaraciones de la víctima y del señor Leonardo Cardona Mejía, no eran coincidentes, fuera de que este último testigo nunca realizó algún señalamiento en contra del acusado, como responsable de los hechos.

6.6.12 Sin embargo, del análisis realizado a las pruebas allegadas se puede predicar que le asiste un mayor poder de convicción a la prueba de cargo presentada por el ente acusador, pues las declaraciones de los testigos presenciales de los hechos se muestran sólidas, uniformes, y concatenadas, al examinarse integralmente con base en los factores previstos en el artículo 404 del C. de P.P., como la naturaleza de lo que pudieron percibir, como sucede en el caso del señor Leonardo de J. Cardona Mejía, quien no sólo se percató de la presencia de la persona que atacó al señor Díaz en el lugar de los hechos, el color de sus prendas de vestir y el lugar hacia donde se dirigió el autor del hecho luego de hacer los disparos, lo que coincide con lo manifestado por la víctima, quien indicó que al momento de ser impactado se volteó para mirar quién era su agresor e identificó al señor JAPC, a quien conocía de tiempo atrás y era la persona que lo venía siguiendo hacía varios días, quien luego emprendió la huida hacia el sector del crucero, lo que se reitera fue corroborado con lo dicho por el señor Cardona Mejía, pues aunque este no indicó de manera categórica que el acusado era el responsable del atentado que sufrió el señor Díaz Herrera, sus manifestaciones llevan a concluir que la narración de la víctima concuerda con la realidad, y corresponde a la denuncia que se introdujo al juicio con el SI Edward Esneider Buitrago, ya que el señor Cardona Mejía se refirió a una persona que estaba en el lugar de los hechos accionando un arma contra la víctima y coincidió con esta en lo relativo a la distancia de donde se hicieron los disparos, la ropa oscura que usaba el agresor y el lugar por el cual escapó luego de accionar el arma contra el afectado.

6.6.13 Igualmente debe decirse que no se desvirtuó el estado de sanidad de los declarantes, como para aducir que se pudo afectar su capacidad de observación de los hechos que les correspondió presenciar, lo cual resulta más relevante en el caso del señor Díaz Herrera, quien pese a haber recibido un disparo en la región auricular quedó consciente, lo cual fue explicado por el médico legista que concurrió al juicio, quien explicó que como el proyectil no penetró a órganos vitales como el cerebro o el cerebelo, era posible que la víctima conservara su capacidad de percepción de los hechos, al no haber perdido el sentido.

Además se debe tener en cuenta que en lo que se relaciona con los dichos de los testigos Diego Fernando Díaz Herrera y Leonardo de Jesús Cardona Mejía, no se advierte la existencia de algún ánimo adverso en contra el señor JAPC, pues ambos conocían al acusado desde hacía mucho tiempo atrás por ser habitante del municipio de Apia.

6.6.14 Para dar respuesta a la argumentación del recurrente hay que agregar que las versiones de los testigos de cargos resultan coincidentes en algunos aspectos con lo manifestado por el Gustavo Antonio Ruiz Díaz, que fue el testigo llevado por la defensa para controvertir la acusación, para lo cual se debe considerar que tanto la víctima como el señor Cardona Mejía señalaron que la persona que accionó el arma en contra de la humanidad del señor Díaz Herrera portaba prendas de vestir oscuras (camisa y pantalón), mientras que el lesionado adujo que su agresor portaba una gorra también de color oscura, dicha situación no fue corroborada ni desvirtuada por el señor Cardona Mejía pues este sólo vio al atacante durante un lapso muy corto, pese a lo cual el testigo Ruiz Díaz confirmó los dichos del perjudicado al manifestar durante su narración que el día de los hechos su amigo JAPC vestía una camisa y un jean.

6.6.15 Pero más allá de esa situación que se deduce de la prueba testimonial allegada al juicio, se advierte que la prueba de descargos no presenta la misma solidez que tiene la prueba de incriminación, sobre lo  cual se hace el siguiente análisis:

Para la Sala queda claro que la narración efectuada por el señor Gustavo Antonio Ruiz Díaz, no estuvo dirigida a establecer la verdad sobre lo sucedido, sino a favorecer los intereses del incriminado, por las siguientes razones: i) resultan contradictorias las manifestaciones realizadas por el testigo Ruiz Díaz, quien expuso insistentemente que el día y hora de los  hechos se encontraba conversando con el acusado JAPC, ya que este pasaba a diario por su lugar de trabajo a saludarlo, y luego de que ambos escucharan varias detonaciones, continuaron en su tertulia, sin que ninguno de ellos se percatara de que una persona en su barrio, y a muy corta distancia había sido herida con arma de fuego, pues pensaban que se trataba de unas papeletas detonadas por algún pelafustán, pese a que no era habitual escuchar ese tipo de sonidos para esa época del año; ii) llama la atención de la Sala que pese a que el señor Ruiz Díaz refirió que conocía a Diego Fernando Díaz Herrera porque era “casi de su familia”, y además lo había visto momentos antes del suceso por su sitio de trabajo peguntando quién iba para la plaza, al escuchar las detonaciones, no se hubiera preocupado o inmutado respecto a la suerte del señor Díaz, y que igualmente hubiera manifestado que no se enteró del atentado que este sufrió, lo cual resulta inexplicable en una comunidad pequeña como la de Apía, máxime si la víctima era allegado a ese testigo de la defensa.

Sin embargo el aspecto más relevante para considerar que Ruiz Díaz mintió en su declaración para tratar de hacer creer al juez que JAPC no fue el autor de la conducta, se origina en el hecho de que inicialmente aseguró que se encontraba charlando con JAPC, cuando escucharon unos disparos o el ruido producido por unas papeletas, luego de lo cual este último se fue para su casa, de manera normal y sin correr “como un sicario”, mientras que él continuaba con sus labores habituales.

Pese a ello, en el decurso de su declaración y luego de afirmar que antes de que se presentaran los hechos había visto tanto a la víctima como al acusado, pero que estos no se habían cruzado o encontrado en su lugar de trabajo, dijo que el acusado JAPC llegó al lugar después de que él escuchara las detonaciones, lo que indica a las claras que este testigo faltó a la verdad, ya que luego de afirmar reiteradamente que estaba en compañía del procesado en el momento en que se produjo el hecho, cambió luego su versión para indicar se encontró con JAPC, luego de oír los estallidos, lo que constituye una modificación esencial de su versión inicial sobre la no presencia del acusado en la escena del hecho cuando se produjo el atentado.

6.6.16 Esa flagrante contradicción del señor Ruiz, deja sin piso la teoría de la defensa y lleva a otorgar veracidad a la prueba de cargos, de la cual se desprende claramente que el señor JAPC fue la persona que el de febrero de 2013, a las 7:15 p.m., en el sector de “la esquina del campesino” del municipio de Apía, atentó contra de la vida del señor Diego Fernando Díaz Herrera, persona que pudo ser identificada por el propio afectado cuando esta huía hacia el sector del “crucero”, hacia donde también  vio correr  Leonardo Cardona Mejía al autor de los disparos, que era precisamente donde laboraba el falaz testigo Ruiz, quien terminó por manifestar que el acusado arribó a ese sitio luego de que se escucharan las detonaciones, lo que afecta el valor probatorio de sus manifestaciones, según las cuales cuando oyeron los estallidos  se encontraba en compañía de JAPC.

6.6.17 En consecuencia, al advertirse las inconsistencias referidas contenidas en la narración efectuada por el testigo Gustavo Antonio Ruiz Díaz y su evidente interés en ubicar al acusado en un lugar diferente al sitio de los hechos, en la parte resolutiva de esta providencia se ordenará compulsar copias ante la FGN, para que se investigue si incurrió en la conducta descrita en el artículo 442 del C. de P.P. 

6.6.18 En conclusión, esta Sala considera que las pruebas presentadas por la defensa en el juicio oral, no logran desvirtuar las manifestaciones del señor Diego Fernando Díaz Herrera en el sentido de que efectivamente el señor JAPC fue la persona que accionó un arma de fuego en su contra, lo cual fue corroborado de manera periférica con las demás pruebas practicadas en el juicio y por ello con fundamento en las razones expuestas en esta providencia, se impartirá confirmación a la sentencia recurrida, por considerar que en el caso sub lite se reunían los requisitos del artículo 381 de CPP para dictar una sentencia de condena contra el acusado.

6.6.19 En aplicación del principio de limitación de la segunda instancia, esta Colegiatura no hará ningún pronunciamiento sobre la pena impuesta al procesado, ya que ese acápite de la sentencia no fue objeto del recurso de apelación.

Con base en lo expuesto en precedencia, la Sala de Decisión Penal del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Administrando Justicia en nombre de la República y por Autoridad de la Ley,

RESUELVE

PRIMERO: CONFIRMAR la sentencia proferida por el Juzgado Promiscuo del Circuito de Apía, mediante la cual condenó al señor JAPV por los delitos de homicidio en grado de tentativa y fabricación, tráfico y porte de armas de fuego o municiones, en lo que fue objeto de impugnación.

SEGUNDO: Se ordena compulsar copias ante la Fiscalía General de la Nación para que se investigue la conducta del señor Gustavo Antonio Ruiz Díaz, por la posible violación del artículo 442 del C.P. con base en las consideraciones del ítem 6.5.17  de esta providencia.  

TERCERO: Esta decisión queda notificada en estrados y contra ella procede el recurso de casación.  

CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado
RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO
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SALA DE DECISIÓN PENAL

M.P. JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Pereira, veintidós (22) de marzo de dos mil diecinueve (2019)

Aprobado por Acta No. 300

Hora: 300

1. ASUNTO A DECIDIR

Con base en lo dispuesto en el artículo 10 del CPP y el artículo del CGP, la Sala procede de manera oficiosa a adicionar la sentencia dictada contra el señor JAPV por los delitos de homicidio en grado de tentativa y fabricación, tráfico y porte de armas de fuego y municiones, que fue aprobada mediante acta 282 del 19 de marzo de 2019, donde se confirmó la decisión de primera instancia.
2. CONSIDERACIONES

2.1 El artículo 25 de la ley 906 de 2004 dispone lo siguiente: 

ARTÍCULO 25. INTEGRACIÓN. En materias que no estén expresamente reguladas en este código o demás disposiciones complementarias, son aplicables las del Código de Procedimiento Civil y las de otros ordenamientos procesales cuando no se opongan a la naturaleza del procedimiento penal.

2.2 Por su parte el artículo 287 del CGP, es del siguiente tenor: 

ARTÍCULO 287. ADICIÓN. Cuando la sentencia omita resolver sobre cualquiera de los extremos de la litis o sobre cualquier otro punto que de conformidad con la ley debía ser objeto de pronunciamiento, deberá adicionarse por medio de sentencia complementaria, dentro de la ejecutoria, de oficio o a solicitud de parte presentada en la misma oportunidad.

El juez de segunda instancia deberá complementar la sentencia del inferior siempre que la parte perjudicada con la omisión haya apelado; pero si dejó de resolver la demanda de reconvención o la de un proceso acumulado, le devolverá el expediente para que dicte sentencia complementaria.

Los autos solo podrán adicionarse de oficio dentro del término de su ejecutoria, o a solicitud de parte presentada en el mismo término.

Dentro del término de ejecutoria de la providencia que resuelva sobre la complementación podrá recurrirse también la providencia principal.

2.3 En el presente caso en la diligencia de exposición de la sentencia de 2ª instancia, que se adelantó hoy 22 de marzo de 2019, se tuvo conocimiento de que mediante decisión del 31 de julio de 2017, el juzgado promiscuo municipal de Apía la había concedido “sustitución de medida de aseguramiento” al señor JAPC, quien en tal virtud se encuentra en libertad actualmente.

2.4 En la sentencia CSJ SP del 9 de agosto de 2017, AP5052-2017, radicado 50861, se hicieron las siguientes consideraciones:

“(...)

"... Sin embargo, el problema jurídico que debe resolver la Corte precisa definir a qué funcionario le compete pronunciarse sobre dicha solicitud cuando ya se ha anunciado el sentido del fallo o dado lectura a la sentencia que resuelve sobre la responsabilidad del procesado.

(...)

“Ahora bien, esta Corporación en la decisión CSJ AP4711-2017, rad. 49734, del 24 de julio de 2017, luego de estudiar y analizar la providencia emitida por la Corte Constitucional, concluyó, en lo que ahora es motivo de interés, que la medida cautelar personal tiene vigencia hasta el anuncio del sentido del fallo condenatorio o hasta la lectura de la sentencia, por lo que. de negarse cualquier beneficio liberatorio en la sentencia de condena, la restricción de la libertad del procesado ya no será en virtud de la medida de aseguramiento, sino fundada en el fallo que declara su responsabilidad penal, razón por la cual el plazo máximo de vigencia de la medida de aseguramiento previsto en el inciso 1o de la Ley 1786 de 2016. se deberá contabilizar desde el momento en que se impone la medida cautelar personal sin que se haya realizado la audiencia de lectura de fallo de primera instancia. Estos fueron los argumentos de la Sala:

«En efecto, de manera pacífica y reiterada, la Sala tiene dicho que, en consideración a la naturaleza cautelar de la detención preventiva, así como en vista de las finalidades a las que sirve en el proceso, tal medida de aseguramiento tiene vigencia hasta que se profiere la sentencia de primera instancia, si el proceso es tramitado por la Ley 600 de 2000. o hasta la lectura del fallo de primera instancia, si se aplica la Ley 906 de 2004.

En vigencia de la Ley 600 de 2000, la Sala clarificó que con la emisión de una sentencia condenatoria cesan los efectos jurídicos de la medida de aseguramiento, por lo que la subsistencia de la privación de la libertad del sentenciado encuentra un sustento material diverso. En tanto mecanismo cautelar, la detención sigue sirviendo al proceso, pero ya no en aspectos probatorios ni de comparecencia stricto sensu, sino al eventual cumplimiento de la pena privativa de la libertad (art. 355 de Ley 600 de 2000). Esto, en la medida en que si bien la presunción de inocencia sigue rigiendo hasta que cobre ejecutoria la declaración de responsabilidad penal (art. 248 de la Constitución), no es menos cierto que, al dictarse una condena en primera instancia, ya existe una decisión judicial sobre la responsabilidad penal de quien es sentenciado, por lo que las determinaciones de condena son de cumplimiento inmediato (art. 188 inc. 1o ídem).

Sobre el particular, en el CSJ AP 6 abr. 2006, rad. 24.110 textualmente expuso la Corte:

(...)

De ello se infiere que la medida de aseguramiento únicamente surte efectos jurídicos hasta el momento en que se profiera la sentencia, con independencia de su ejecutoria, pues la limitante prevista en el citado inciso que impide hacer efectiva la sanción hasta cuando no se produzca aquélla está vinculada estrechamente con la libertad y no con la medida precautelar carente de eficacia, pues de lo contrario no se hallaría en esa situación.

A ese respecto, se lee en la referida decisión:

(...)

De igual manera si en el fallo se dispuso la ejecución de la pena de prisión porque el procesado que se encuentra privado de su libertad no tiene derecho al mecanismo sustitutivo de la suspensión condicional y la misma se sustituye por la prisión domiciliaria al reunir los requisitos previstos para ella, tal decisión no impone la modificación de la medida de aseguramiento cuyos efectos según lo dicho, cesan con el proferimiento de aquél.

Lo mismo es predicable cuando en la sentencia al mismo tiempo se niegan la suspensión condicional de la ejecución de la pena de prisión y el sustituto de la prisión domiciliaria, ya que la afectación de la libertad de la persona que legalmente viene detenida o de la aprehendida en virtud de orden de captura impartida durante la instrucción al haberse decretado su detención preventiva, tiene sustento jurídico en esas determinaciones y no en la medida de aseguramiento.

Las situaciones anteriores ejemplificadas por la Sala respecto de las distintas hipótesis que pueden darse en relación con las decisiones que pueden afectar la libertad personal del procesado que ha permanecido detenido durante el trámite de la actuación, sirven para concluir que la misma se rige por lo decidido en la sentencia cuando ella se ha proferido y no por la existencia de la medida de aseguramiento.

Tales razones, en esencia, son igualmente aplicables a la comprensión del asunto en los casos a los cuales se aplica la Ley 906 de 2004. Si se emite sentido de fallo condenatorio (arts. 446 y 447 ídem), la detención sigue teniendo una naturaleza cautelar, no para el proceso sino para el cumplimiento de la pena (art. 296 ídem). Tal conclusión se ve sistemáticamente ratificada con lo dispuesto en el art. 450 ídem, norma que autoriza al juez de conocimiento, al momento de anunciar el sentido de fallo condenatorio, a disponer que el acusado continúe en libertad hasta el momento de dictar sentencia o, si la detención es necesaria, ordenarla y librar inmediatamente la orden de encarcelamiento. Dicho aserto también se desprende de los arts. 449 y 451 de la Ley 906 de 2004. pues, por una parte, si el acusado está privado de la libertad, el juez podrá ordenar su excarcelación siempre y cuando los cargos por los cuales fue encontrado culpable fueren susceptibles, al momento de dictar sentencia, del otorgamiento de un subrogado penal: por otra, de ser absuelto de la totalidad de los cargos consignados en la acusación, el juez dispondrá la libertad inmediata del procesado, y si estuviere privado de ella, levantará todas las medidas cautelares impuestas, al tiempo que librará sin dilación las órdenes correspondientes.

(...)

Cabe precisar, por otra parte, que si al anunciarse el sentido del fallo de carácter condenatorio se omite hacer un pronunciamiento en los términos del art. 450 de la Ley 906 de 2004, en concordancia con el art. 449 ídem, los efectos de la medida de aseguramiento sólo se extienden hasta el proferimiento de la sentencia, pues por mandato del art. 162-5 ídem, así como de los arts. 34 y ss. del C.P., el juzgador deberá imponer las penas principales, sustitutivas y accesorias. Además, según se desprende de lo estipulado en los arts. 63 y 68 A del C.P., también se debe pronunciar acerca de libertad del implicado, en referencia a la suspensión de la ejecución de la pena de prisión y la prisión domiciliaria.

En esa dirección, si se llegare a conceder la suspensión condicional de la ejecución de la pena, cesan en ese instante los efectos de la medida de aseguramiento de detención preventiva, pero si por el contrario se negare, la privación de la libertad, en adelante, se fundamentará en la denegación del beneficio, decretada en la sentencia condenatoria.

De igual manera, al aplicar el art. 68 A del C. P., si hay lugar a la negativa de subrogados penales, ello se materializa en el fallo condenatorio. Es en ese instante cuando cesan los efectos jurídicos de la medida de aseguramiento de detención preventiva, de manera que la privación de la libertad del procesado, en lo sucesivo, también estará sujeta a lo señalado en el fallo que declara la responsabilidad penal.

Por consiguiente, en los procesos regidos por la Ley 906 de 2004, la medida de aseguramiento tiene vigencia hasta el anuncio del sentido de fallo condenatorio, allí el juez puede hacer una manifestación expresa acerca de la libertad del procesado, disponiendo su encarcelamiento, pero si omite hacer una manifestación al respecto en esa oportunidad, la vigencia de la medida se extenderá hasta la lectura de la sentencia, momento en el que, por mandato legal, no sólo debe imponer la pena de prisión, sino que ha de resolver sobre la libertad: en particular, sobre la concesión o negativa de los sustitutos y subrogados penales.

(...)

A tono con las razones hasta aguí expuestas existe claridad en torno a que la medida de aseguramiento, si no se supera el plazo máximo legal de vigencia, rige hasta la sentencia de primera instancia, bien porgue se conceda la libertad o porgue se orden la privación de ésta, en virtud del fallo. De allí que, desde la génesis misma de la causal de libertad -específica- por vencimiento de términos del actual art. 317-6 de la Lev 906 de 2004 se haya considerado, sin más, que “ante la inexistencia de regulación específica en torno al tiempo que ha de transcurrir entre la audiencia de juicio v la audiencia de lectura del fallo, lo cual también afecta el derecho a la libertad del acusado, se propone el término de 150 días para tal efecto”. Si la intención del legislador hubiera sido la de extender el plazo hasta la lectura de fallo de segunda instancia, asi lo habría precisado expresamente

(...)

Con estas apreciaciones, la Corte Suprema de ninguna manera cuestiona la razón que fundamenta la decisión adoptada en la sentencia C-221 de 2017. sino que, de cara a la aplicación judicial de la figura bajo estudio ha de efectuar las precisiones conceptuales pertinentes, en relación con los distintos fundamentos, de orden procesal, que justifican la restricción preventiva de la libertad personal en el proceso penal.

La Corte Constitucional iuzaó la exeauibilidad de la norma (art. 307 de la Lev 906 de 2004. modificado por el art. 1o de la Lev 1786 de 2016) afirmando, en esencia, que el legislador estableció un parámetro límite para contabilizar el término de duración de la detención preventiva (de uno o dos años). La Sala, armonizando la vigencia de la jurisprudencia penal especializada con la norma en mención, pone de presente que la referida medida de aseguramiento sólo opera hasta la sentencia de primera instancia o la lectura de ésta si la decisión es condenatoria, sin que la tangencial conceotualización realizada por la jurisprudencia constitucional modifique tal entendimiento ni. mucho menos, permita afmnar que, si se supera el plazo máximo de vigencia temporal de la detención preventiva sin que se haya dictado -o leído- sentencia de segunda instancia, hay lugar a la libertad del detenido».

El anterior análisis normativo y jurisprudencial permite concluir lo siguiente:

(i) El Juez con Funciones de Control de Garantías es competente, de conformidad con lo establecido en el numeral 4o del artículo 154 y 317 de la Ley 906 de 2004 para resolver la solicitud de prórroga de la medida de aseguramiento.

(ii) La medida de aseguramiento tiene vigencia hasta el anuncio del sentido del fallo condenatorio o hasta la lectura de la sentencia, lo que dependerá de si el juez de conocimiento luego de anunciar el sentido del fallo realizó o no manifestación expresa acerca de la libertad del procesado, tal y como lo disponen los artículos 449, 450 y 451 de la Ley 906 de 2004.

(iii) Si el acusado se encuentra restringido en su libertad en virtud de una medida de aseguramiento y en su contra se anuncia sentido del fallo condenatorio, de negársele cualquier beneficio liberatorio la privación de la libertad estará sujeta a lo señalado en el fallo que declara su responsabilidad penal y no en virtud de la medida cautelar personal, por cuanto sus efectos han cesado desde el anuncio del sentido del fallo o a partir de la lectura de la sentencia de condena.

(iv) Como con el anuncio del sentido del fallo deja de surtir efectos jurídicos la medida de aseguramiento, es al Juez con Funciones de Conocimiento a quien le compete pronunciarse sobre la libertad del procesado, bien concediéndola ora restringiéndola, tal y como lo establecen los artículos 449. 450 y 451 de la Ley 906 de 2004.

(v) En consecuencia, una vez pierde eficacia la medida de aseguramiento, el Juez con Funciones de Control de Garantías pierde competencia para pronunciarse acerca del derecho fundamental a la libertad v su restricción.

El 12 de julio de 2017 la Juez de Conocimiento dio lectura a la sentencia condenatoria en contra de los procesados, la cual «no ha cobrado ejecutoria por cuanto fue impugnada v debidamente sustentada por la Defensa, debiéndose remitir el expediente al Tribunal Superior de Antioquia. una vez finalice el término de traslado de la apelación para los sujetos procesales no recurrentes, para que se emita decisión de segunda instancia ».

En consecuencia, a partir de esa fecha la medida de aseguramiento impuesta a los procesados Luis Fernando Mena Moreno. Bravan Esteban Ortíz Quintero. Juan Fernando Cuadros Galeano v Andrés Felipe Frevdell Salazar dejó de surtir efectos jurídicos, por lo que el Juez con Funciones de Control de Garantías perdió competencia para resolver sobre el derecho fundamental a la libertad v su restricción.

(...)

Por lo anterior, como los procesados se encuentran restringidos en su libertad por virtud de la sentencia condenatoria proferida por la Juez Promiscuo del Circuito de Santa Bárbara -Antioquia-, con Funciones de Conocimiento, es a esta funcionaría a quien le compete resolver sobre la libertad o la restricción de este derecho..." (Subrayas fuera del texto original).

2.4.1 Siguiendo los términos de ese precedente del órgano de cierre de la jurisdicción penal, resulta claro que al haberse dictado la sentencia de segunda instancia, que confirmó la condena de 132 meses de prisión que se le impuso al señor JAPV, como responsable de la violación del artículo 103 ( tentado) y del artículo 365 del CP, el procesado ya no se encuentra bajo el régimen de “detención preventiva”, sino que debe cumplir la  pena impuesta por el juez de conocimiento, mediante decisión que fue confirmada por esta Sala, por lo cual su situación no podía equipararse a un evento de sustitución de la medida de aseguramiento.

2.4.2 Sobre la obligación de acatar los precedentes de la Corte Constitucional y los que provienen de los órganos de cierre de cada jurisdicción, se debe tener en cuenta lo dispuesto en la sentencia C-621 de 2015, de la Corte Constitucional,  MP Jorge Ignacio Pretelt Chaljub y lo decidido por la SP de la CSJ en decisión del 23 de octubre de 2014, radicado 39538 M.P. Eugenio Fernández Carlier, de los cuales se desprende lo siguiente: i) i) según la sentencia C- 037 de 1996 donde se hizo control abstracto de la Ley 270 de 1996 Estatutaria de la Administración de Justicia, los órganos de cierre de cada jurisdicción tienen la potestad de definir la jurisprudencia que debe orientar la administración de justicia en cada especialidad, en el ámbito de sus competencias: y ii) las decisiones de los órganos de cierre sobre esas materias son intangibles y constituyen el último pronunciamiento de la respectiva jurisdicción, unifican la jurisprudencia y definen criterios jurídicos aplicables a casos similares a efectos de garantizar la seguridad jurídica de los asociados.

2.4.3 En ese orden de ideas debe entenderse que las decisiones CSJ SP del 24 de julio de 2017, radicado 49734 y CSJ SP del 9 de agosto de 2017, radicado 50861, donde se precisó que en los casos regidos por la ley 906 de 2004,  las medidas de aseguramiento dejaban de tener efectos con el anuncio del sentido del fallo, y que de ahí en adelante la persona vinculada al proceso quedaba privada de su libertad para el cumplimiento de la pena, constituyen precedentes del órgano de cierre de la jurisdicción penal, proferidos en ejercicio de la labor de definición y unificación de la jurisprudencia que deben ser acatados, por los jueces, como se expuso en la misma sentencia C-037 de 1996 del 5 de febrero de 1996 de la Corte Constitucional.

2.4.4 Adicionalmente se debe manifestar que esta Colegiatura ya había examinado el tema en discusión, en decisión del 28 de agosto de 2017, dentro del proceso con radicado 66001 6000 035 2014 0129102, adelantado contra el señor Enrique Rodríguez Mejía por el delito de homicidio y otros M.P. Manuel Yarzagaray Bandera, en la que se expuso lo siguiente:  

"... Pero es de anotar que ante la polémica que generó en la comunidad jurídica la sentencia C-221 de 2017 proferida por la Corte Constitucional, la cual fue objeto de una serie de críticas, ya que con ella erradamente se pretendió asimilar los fines y efectos de las medidas de aseguramiento con los fines de las penas, desconociendo que después del fallo un procesado no se encuentra privado de la libertad como consecuencia de la medida de aseguramiento de detención preventiva, sino, como consecuencia de la declaratoria de su responsabilidad penal que implica la imposición de una pena de prisión, tal situación llevó a la Sala de Casación de la Corte Suprema de Justicia a pronunciarse, en una decisión que podemos catalogar como atinada, puesto que en ella moduló, acorde con la realidad jurídica, lo dicho por la Corte Constitucional en la polémica sentencia C-221 de 2017, al establecer que las medidas de aseguramiento, en especial las privativas de la libertad, tenían como límite de vigencia el fallo o el anuncio del sentido del mismo, lo que quiere decir que en aquellos eventos en los cuales se haya anunciado el sentido del fallo o proferido fallo de condena, no sería procedente la hipótesis de sustitución de medidas de aseguramiento regulada en el parágrafo 1o del articulo 307 C.P.P. (artículo 1o de la Ley # 1.786 de 2.016).

Para una mejor comprensión e ilustración de lo antes expuesto, la Colegiatura considera de utilidad traer a colación apartes de la aludida decisión proferida por la Sala de Casación de la Corte Suprema de Justicia:

‘Por consiguiente, en los procesos regidos por la Ley 906 de 2004, la medida de aseguramiento tiene vigencia hasta el anuncio del sentido de fallo condenatorio, allí el juez puede hacer una manifestación expresa acerca de la libertad del procesado, disponiendo su encarcelamiento, pero si omite hacer una manifestación al respecto en esa oportunidad, la vigencia de la medida se extenderá hasta la lectura de la sentencia, momento en el que, por mandato legal, no sólo debe imponer la pena de prisión, sino que ha de resolver sobre la libertad: en particular, sobre la concesión o negativa de los sustitutos y subrogados penales.

Tales razones impiden, entonces, afirmar que el cumplimiento del mandato de juzgar al detenido dentro del plazo máximo legal -genérico- (art. 1o de la Ley 1786 de 2016, que modificó el art. 307 de la Ley 906 de 2004) se cumple con la lectura del fallo de segundo grado, como lo comprende la jurisprudencia constitucional.

(...)

A tono con las razones hasta aquí expuestas existe claridad en torno a que la medida de aseguramiento, si no se supera el plazo máximo legal de vigencia, rige hasta la sentencia de primera instancia, bien porque se conceda la libertad o porque se ordene la privación de ésta, en virtud del fallo. De ahí que, desde la génesis misma de la causal de libertad -específica- por vencimiento de términos del actual art. 317-6 de la Ley 906 de 2004 se haya considerado, sin más, que “ante la inexistencia de regulación específica en torno al tiempo que ha de transcurrir entre la audiencia de juicio y la audiencia de lectura del fallo, lo cual también afecta el derecho a la libertad del acusado, se propone el término de 150 días para tal efecto". Si la intención del legislador hubiera sido la de extender el plazo hasta la lectura de fallo de segunda instancia, así lo habría precisado expresamente.

(...)

En síntesis, para establecer si opera la causal genérica de libertad por vencimiento del plazo máximo de vigencia de la medida de aseguramiento (art. 1° de la Ley 1786 de 2016), habrá de verificarse si el ténnino previsto en la norma ha transcurrido sin que se haya realizado la audiencia de lectura de fallo de primera instancia, en procesos regidos por la Ley 906 de 2004, y en asuntos gobernados por la Ley 600 de 2000 (cfr. num. 3.2 infra), sin que se haya proferido sentencia de primer grado.

Con estas apreciaciones, la Corte Suprema de ninguna manera cuestiona la razón que fundamenta la decisión adoptada en la sentencia C-221 de 2017, sino que, de cara a la aplicación judicial de la figura bajo estudio ha de efectuar las precisiones conceptuales pertinentes, en relación con los distintos fundamentos, de orden procesal, que justifican la restricción preventiva de la libertad personal en el proceso penal.

La Corte Constitucional juzgó la exequibilidad de la norma (art. 307 de la Ley 906 de 2004, modifícado por el art. 1° de la Ley 1786 de 2016) afirmando, en esencia, que el legislador estableció un parámetro límite para contabilizar el término de duración de la detención preventiva (de uno o dos años). La Sala, armonizando la vigencia de la jurisprudencia penal especializada con la norma en mención, pone de presente que la referida medida de aseguramiento sólo opera hasta la sentencia de primera instancia o la lectura de ésta si la decisión es condenatoria, sin que la tangencial conceptualización realizada por la jurisprudencia constitucional modifique tal entendimiento ni, mucho menos, permita afirmar que, si se supera el plazo máximo de vigencia temporal de la detención preventiva sin que se haya dictado -o leído- sentencia de segunda instancia, hay lugar a la libertad del detenido


Al aplicar todo lo anterior al caso en estudio, la Sala es de la opinión que le asiste la razón a los reproches formulados por los apelantes en contra de la decisión proferida por el Juez A quo. por lo siguiente:

El Juez de primer nivel se equivocó en el trámite que le dio a la petición impetrada por la Defensa del Procesado ENRIQUE RODRÍGUEZ MEJÍA, puesto que la tramitó como si fuera una solicitud de libertad por vencimiento de términos de acuerdo a lo consagrado en el artículo 317 del C.P.P., cuando ello no era así, ya que el fundamento de tal petición radicaba en lo establecido en la Ley 1760 de 2015, modificada por la Ley 1786 de 2016, lo que en esencia tenia que ver con la sustitución de la medida de aseguramiento de detención preventiva por una o algunas de las medidas de aseguramiento no privativas de la libertad, como consecuencia del vencimiento del plazo regulado en las aludidas normas.

En la actuación era claro que en el presente asunto se estaba en presencia de un Procesado en cuya contra se ha proferido una sentencia condenatoria, la que a su vez fue objeto de un recurso de apelación, el cual se encuentra pendiente por ser desatado por parte de esta Corporación Judicial.

Tal situación implicaba que en el caso subexamine. a partir del momento en el que se anunció el sentido del fallo, ya no operaba la causal de vigencia de la medida de aseguramiento de detención preventiva regulada en parágrafo 1o del articulo 307 C.P.P. {articulo 1° de la Ley # 1.786 de 2.016), por la pérdida de vigencia de la misma, lo cual a su vez tornaba en improcedente la petición de sustitución de medida de aseguramiento deprecada por la Defensa, lo que quiere decir que en estos momentos el procesado no está privado de la libertad como consecuencia de la imposición de la medida de aseguramiento de detención preventiva, sino como consecuencia de la de la pena de prisión generada en la sentencia.

Finalmente, se podría decir que con la presente decisión se está desconociendo un precedente jurisprudencial que es de obligatorio cumplimiento, como son las sentencias proferidas por la Corte Constitucional en sede de constitucionalidad, lo cual no es cierto debido a que ante la falta de claridad de la Máxima Guardiana de la Constitución se tornaba procedente que dicho fallo fuera modulado, como bien lo hizo la Sala de Casación Penal de la Corte Suprema de Justicia, en la providencia adoptada dentro del radicado 49734 del 24 de julio de 2017; lo cual quiere decir que la Colegiatura está aplicando la sentencia de la Corte Constitucional dentro de su verdadero contexto, toda vez que. se reitera, las medidas de aseguramiento privativas de la libertad tienen una vigencia hasta el anuncio del sentido del fallo, por ende, la persona que se encuentre privada de la libertad después de ese hito procesal lo está es como consecuencia de haberse declarado su responsabilidad penal en la sentencia de primera instancia.

Siendo así las cosas, la Sala revocará la providencia apelada y en consecuencia ordenará la inmediata captura del procesado ENRIQUE RODRÍGUEZ MEJÍA, para lo cual se libraran las órdenes del caso...” Subrayas ex texto) 

2.4.5 Por lo tanto, la Sala estima que en el caso en estudio se debe adicionar el fallo recurrido, ordenando la captura del señor JAPV, para que siga descontando la pena que le fue impuesta en la sentencia que fue confirmada por esta Colegiatura.

Con base en lo expuesto en precedencia la Sala Penal del Tribunal Superior de Pereira,
RESUELVE

PRIMERO: De conformidad con lo dispuesto en los artículos 25 de la Ley 906 de 2004 y 287 del CGP, se ordena ADICIONAR el numeral 1º de la sentencia de segunda instancia aprobada mediante Nro. de acta 282 del 19 de marzo de 2019, la cual fue leída en la fecha, en el sentido de ordenar la captura del señor JAPV, para que siga descontando la pena de 132 de meses de prisión que le impuso el Juzgado Promiscuo del Circuito de Apia, como responsable de la violación de los artículos 103 (tentado) y 365 del C.P. Se le abonará el tiempo que estuvo privado de la libertad como consecuencia del presente proceso.

SEGUNDO: En lo demás queda vigente la citada sentencia.

TERCERO: Contra la decisión de segundo nivel del 19 de marzo de 2019, adicionada de la forma antes expuesta, procede el recurso de casación.

 NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado
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� “[E]l juzgador […] no está obligado a hacer un examen exhaustivo de todas y cada una de las pruebas incorporadas al proceso, ni de todos y cada uno de sus extremos asertivos, porque la decisión se haría interminable, sino de aquellos que considere importantes para la decisión a tomar, de suerte que sólo existirá error de hecho por omisión o mutilación de la prueba cuando aparezca claro que el medio, o un fragmento del mismo, fue realmente ignorado, siendo probatoriamente relevante”. SP CSJ 21 de octubre de 2013, radicado 39611proceso radicado 


� De lo expuesto por la víctima se puede inferir que se refirió a  Gabriela Cuervo Cardona, ya que esta dama dijo en el juicio que era amiga del acusado y era la esposa del lesionado Diego Fernando Díaz, de quien estaba separada para la fecha de los hechos, con quien tenía muchos problemas derivados de su relación de pareja.


� Folios 62 a 64 


� Se aclara que en el caso del señor Luis Angel  Ramírez Guerrero el registro es inaudible en la parte correspondiente a sus respuestas, pero del interrogatorio que se le hizo y lo consignado en el fallo de primera instancia, se deduce claramente que no presenció los hechos y por ello solamente declaró sobre la buena conducta anterior del procesado.
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